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Resolución N° 10 
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Del año dos mil veintiséis. 
 

VISTOS y OÍDOS: 

La audiencia de apelación de sentencia desarrollada por los magistrados Rosa Inés 

Saavedra Balarezo (presidente y director de debates), Olinda Valeria Auris Rodríguez 

(integrante) y Elgo Cerron Payano (integrante), miembros de la Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de la Selva Central, con lo expuesto por las 

partes procesales registrado en audio y video.  

 

PARTE EXPOSITIVA 

I . RESOLUCIÓN MATERIA DE APELACIÓN: 

Viene en grado de apelación la Sentencia recaída en la resolución cinco de fecha dos de 

marzo del dos mil veintiséis, emitida por el Juzgado Penal Unipersonal. – Sede Salas de 

la Merced, que FALLA:  

PRIMERO.- DECLARO la responsabilidad penal de los acusados 

, como autor, del delito contra la 

administración pública en la modalidad de COHECHO PASIVO IMPROPIO 

en agravio de EL ESTADO – HOSPITAL REGIONAL TROPICAL JULIO 

CESAR DEMARINE CARO; previsto y sancionado en el artículo 394° 

segundo párrafo del Código Penal; En consecuencia se les impone una 

CONDENA de SEIS AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 



EFECTIVA,  Respecto a la PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD, ORDENO 

su no inmediata ejecución de la pena privativa de libertad, en caso que se 

interponga algún tipo de recurso en contra de la misma, de conformidad al 

último fundamento de la presente resolución, por lo que en ese supuesto 

IMPONGO las restricciones previstas en el artículo 288° del Nuevo Código 

Procesal Penal consistentes en: a) Prohibición de ausentarse del lugar donde 

reside sin autorización del Juez, por ende, no variar de domicilio sin previa 

autorización del Juez de la causa. b) Comparecer para informar y justificar 

sus actividades de manera mensual, por lo tanto, deberá de concurrir de forma 

personal cada mes a registrar su firma el registro de firmas respectivo de la 

Corte Superior de Justicia de la Selva Central; reglas de conducta que 

deberán de efectivizarse desde que se notifique la presente. Se precisa que en 

caso que la presente quede consentida o ejecutoriada, la pena privativa de 

libertad se cumplirá de forma inmediata, girándose las órdenes de captura 

para tal fin. 

SEGUNDO: Así mismo, IMPONGO a  

 el monto de CUATROSCIENTOS 

NOVENTA DIAS MULTA (490 DÍAS MULTA), a razón del 25% de sus 

ingresos diarios, haciendo el monto de DOCE MIL DOCIENTOS 

CINCUENTA SOLES (S/ 12,250.00 soles); que deberán de pagar los 

sentenciados en ejecución de sentencia. 

Finalmente, les impongo la pena de INHABILITACIÓN, por lo tanto, 

, está INCAPACITADO 

para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público, 

asimismo esta PRIVADO de la función, cargo que ejercía, por el plazo de 

SEIS AÑOS, en tal sentido realícese los oficios respectivos para su 

cumplimiento conforme a Ley, los mismos que deberán de diligenciarse una 

vez que la presente quede consentida o ejecutoriada, y en la etapa de ejecución 

de sentencia. 

TERCERO. - FIJO y ORDENO por concepto de REPARACIÓN CIVIL la 

suma de QUINCE MIL SOLES (S/ 15,000.00), que deberán pagar los 

sentenciados  a favor de 

EL ESTADO – Hospital Regional Tropical Julio cesar Demarine Caro, de 



forma solidaria y en ejecución de su sentencia con sus bienes propios y libres, 

en la ejecución de la sentencia. 

CUARTO. - ORDENO que consentida o ejecutoriada que sea la presente 

sentencia se inscriba en el registro central de condenas, se gire y remita a 

quienes corresponda, el boletín y testimonio de condena, y se remita el 

presente proceso al Juzgado de Investigación Preparatoria para la ejecución 

de la sentencia. HÁGASE SABER. - 

I I . OBJETO DE APELACIÓN: 

La defensa técnica del acusado  

interpone y fundamenta su recurso de apelación mediante escrito ingresado con fecha 

10 de marzo de 2026, expresando como pretensión impugnator ia REVOCAR la 

resolución venida en grado.  

Como agravios se resume lo siguiente: Error en prueba pericial: La sentencia 

menciona una pericia que nunca se llegó a realizar en el juicio. Insuficiencia 

probatoria: El fallo se apoya en actas policiales que solo demuestran que la policía 

actuó, pero no prueban el delito ni vinculan al acusado. Falta de valoración: No se 

evaluaron correctamente los testimonios presentados durante el juicio. 

I I I . AUDIENCIA DE APELACIÓN DE SENTENCIA: Los debates de la audiencia 

de apelación de sentencia de fecha 17 de agosto del 2026 quedan registrados en audio y 

video. 

ALEGATOS DE ENTRADA: 

Defensa técnica del sentenciado: Solicitó la absolución de su patrocinado y la 

revocatoria de la sentencia condenatoria. Sustentó su pretensión cuestionando la 

valoración de la prueba indiciaria realizada en primera instancia, alegando una 

motivación aparente o deficiente por parte del juzgado. Asimismo, sostuvo que las actas 

policiales por sí solas no constituyen prueba suficiente para sustentar una condena y 

señaló la vulneración de principios como la inmediación y contradicción al valorar 

testimonios no presentados en el juicio oral. También advirtió sobre una incongruencia 

en la sentencia al referirse a una prueba pericial que, según la defensa, no fue actuada 

durante el debate.  (registrado en audio y video) 

Representante del Minister io Publico: solicitó que se confirme la sentencia en todos 

sus extremos. Argumentó que no se verificaron los vicios de motivación ni las 

deficiencias probatorias alegadas por la defensa, y sostuvo que existen suficientes 



medios probatorios que acreditan tanto la existencia del hecho punible como la 

responsabilidad penal del acusado. (registrado en audio y video) 

 

ALEGATOS DE CLAUSURA:  

Defensa técnica del sentenciado: Solicito la absolución para su patrocinado, 

sosteniendo que no existe medio probatorio que lo vincule con el delito de cohecho 

pasivo impropio; argumentado lo siguiente: 

- Cuestionamiento de la prueba pericial: El abogado sostuvo que en el juicio oral no se 

actuó ninguna prueba pericial, a pesar de que la sentencia hace referencia a esta, lo 

cual considera una afirmación que no guarda relación con la realidad objetiva. 

- Insuficiencia de las actas: Argumentó que la sentencia se basa principalmente en 

actas de inspección policial, las cuales, según su defensa, solo prueban la actuación 

policial y no el delito en sí mismo. Insistió en que no existen otros elementos de 

convicción suficiente- es que vinculen a su patrocinado con el delito. 

- Falta de valoración de testimonios: Señaló que no se valoraron adecuadamente 

ciertos testimonios presentados en el plenario: 

-  (paramédico): Según el abogado, su testimonio indicaba que los 

familiares estaban incómodos por el posible cambio de médico y no mencionaba 

ninguna solicitud de dinero por parte de su patrocinado. 

-  (enfermera): El abogado argumentó que su testimonio explicaba 

el movimiento inusual en el hospital por la intervención del fiscal y la complejidad 

de la cirugía, sin implicar a su cliente en un cobro irregular. 

-  (subdirectora): Refirió que ella no tuvo conversaciones directas 

con la parte agraviada ni con el doctor Carhuallanqui sobre los hechos denunciados.  

(Registrado en audio y video). 

- No se ha tomado en cuenta en cuenta sobre la dosificación de la pena y alternativas 

aplicables a través del sistema moderado de dosimetría penal con arreglo al A.P. 1-

2023 sustentadas en la necesidad de dotar de objetividad y previsibilidad; tampoco se 

ha operado el esquema operativo diferenciado en la aplicación de la pena, nada se 

explica respecto al esquema operativo de tercios 

Por par te del Minister io Público: Solicitó la confirmación de la sentencia de primera 

instancia en todos sus extremos y que se declare infundado el recurso de apelación de 

la defensa. Sus argumentos principales fueron: 



Sostuvo que el procesado, médico en el Hospital Regional Tropical Julio César 

Damarini, solicitó y recibió 1,000 soles de una paciente por realizar una labor que era 

su obligación profesional. Afirmó que existe suficiencia probatoria que acredita la 

responsabilidad del sentenciado más allá de toda duda razonable. Destacó que en el 

plenario se presentaron testimonios, como el de , quien indicó 

que el médico le solicitó dinero para operar, aduciendo ser el único capaz de salvar la 

vida de la paciente. Mencionó que la intervención fue en flagrancia, respaldada por 

actas de intervención policial, denuncia, incautación y registro personal, además de 

visualizaciones de videos y transcripciones, confirmando que el dinero fue hallado en 

el consultorio del asistente del médico. Indicó que la historia clínica confirma que el 

acusado realizó la operación a la paciente, . Resaltó el testimonio de 

, quien detalló la solicitud del dinero, la logística de la 

entrega y el lugar, hechos que fueron contrastados documentalmente. Respecto a la 

objeción de la defensa sobre la "prueba pericial", el fiscal aclaró que se trató de un 

error de redacción en la sentencia, sosteniendo que los diversos órganos de prueba 

fueron debidamente identificados y valorados tanto individual como conjuntamente 

en su contenido real. (Registrado en audio y video). 

DEFENSA MATERIAL:  

 El sentenciado: : Negó las acusaciones, 

alegando haber sido víctima de una planificación por parte de la dirección del 

hospital debido a conflictos administrativos previos. Afirmó que el esposo de la 

paciente dejó un sobre en su consultorio de forma insistente y que la intervención 

policial ya estaba organizada antes de las 8 de la mañana, cuestionando la falta de 

participación del esposo como testigo principal.  

Preguntas aclarator ias realizadas por  la Jueza Super ior  directora de debates: 

1. ¿Usted ha hablado de que hay un proceso administrativo también y que eso ha 

ido a servir y que a través de eso usted ha sido repuesto? 

❖ Respuesta : Exactamente. 

2. ¿En esa sanción en el proceso administrativo fue por esta misma causal? 

❖ Respuesta ( : No justamente me 

hicieron un proceso por ese motivo, pero lo que ellos querían 

exactamente. 



3. ¿Por los mismos hechos por los mismos hechos? 

❖ Respuesta ): "Por eso me 

sacaron arbitrariamente." 

4. ¿Señor fiscal el señor  estuvo detenido por delito flagrante? 

❖ Respuesta (Fiscal): En ese momento de acuerdo a las actas le detuvieron 

ese día el nueve de abril. 

5. ¿En medio le detuvieron porque le encontraron en posesión del dinero? 

❖ Respuesta (Fiscal): No le detuvieron porque de acuerdo a la 

intervención que hizo la fiscalía, de acuerdo al hecho flagrante la fiscalía 

realizo un operativo en los consultorios, el dinero fue hallado en uno de 

sus consultorios obviamente uno de los cuartos de su asistente. (integro 

registrado en audio y video). 

PARTE CONSIDERATIVA 

IV. HECHOS MATERIA DE IMPUTACIÓN representante del Ministerio Público, 

se tiene atribuido, los siguientes hechos: 

Se imputa al acusado , en su condición de 

Médico Cirujano del Departamento de Cirugía del Hospital Tropical Julio Cesar 

Demarini Caro, que con fecha 09 de abril de 2024 y dentro de las instalaciones 

del Hospital Tropical Julio Cesar Demarini Caro, el haber solicitado 

directamente a  y  la suma de 

S/.1.000.00, con la finalidad que se intervenga quirúrgicamente a la paciente 

, quien al tener el Seguro Integral de Salud¹ no se le debía 

cobrar por ninguna operación que se realice dentro de un hospital del Estado, 

siendo que el acto de operar del acusado era un acto propio de su cargo por ser 

médico cirujano nombrado del Departamento de Cirugía del Hospital, por lo que 

sus funciones estaban contemplados en los artículos 32 y 33 del del Reglamento 

de Organización y Funciones del Hospital Julio Cesar Demarini Caro II-2, 

siendo además que el monto de los S/ 1,000.00 se recibió antes de la operación a 

la paciente y por intermedio de la asistente del acusado de nombre  

 en el Centro Médico Quirúrgico Especializado "San Ignacio" 

consultorio del acusado  

V.CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL  DELITO MATERIA DE IMPUTACIÓN. 



El Ministerio Publico como titular de la acción penal y persecutor del delito subsumió 

los hechos materia de imputación en lo siguiente:  

Artículo 394.- Cohecho pasivo impropio 

El funcionario o servidor público que solicita, directa o indirectamente, 

donativo, promesa o cualquier otra ventaja indebida para realizar un acto 

propio de su cargo o empleo, sin faltar a su obligación, o como consecuencia 

del ya realizado, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 

cinco ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del 

artículo 36 del Código Penal y con trescientos sesenta y cinco a setecientos 

treinta días-multa” 

VI.  FUNDAMENTO NORMATIVO, DOCTRINARIO Y JURISPRUDENCIAL    

6.1. El Principio de Congruencia Recursal. Determina que el órgano superior solo se 

puede pronunciar con respecto a lo que es objeto o materia de impugnación. Al 

respecto, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, en 

la sentencia de Casación N° 215-2011-Arequipa, de fecha 12 de junio de 2012, ha 

establecido:  

“(…) la autoridad jurisdiccional que conoce un medio impugnatorio debe 

circunscribirse a los agravios aducidos por las partes, en su recurso 

impugnatorio presentado, de conformidad con lo establecido en el 

numeral uno del artículo 409° del Código Procesal Penal”. 

6.2. Competencia del Tribunal Revisor: Al respecto para un debido y correcto 

pronunciamiento, que debe contener una sentencia en segunda instancia, debe 

considerarse lo establecido por el artículo 409° del Código Procesal Penal, que 

prescribe: 

1. La impugnación confiere al Tribunal competencia solamente para resolver 

la materia impugnada, así como para declarar la nulidad en caso de 

nulidades absolutas o sustanciales1 no advertidas por el impugnante (…) 

 
1

Casación N°. 413-2014, Lambayeque, Lima 7 de abril del 2015: “(…) Al respecto, debe precisarse que la nulidad de un acto 

procesal implica que el mismo se encontraba viciado y por tanto debe dejar de existir en el ordenamiento jurídico; y, en atención a 

la gravedad de la causal de nulidad es que se puede hablar de nulidades absolutas y de nulidades relativas. Vigésimo Noveno. - La 

diferencia entre ambos tipos radica en la gravedad del vicio que origina a la nulidad. Si se trata de vicios leves, los cuales 

naturalmente podrían ser susceptibles de convalidación, entonces nos encontramos frente a una nulidad relativa. Por el contrario, 

si nos hallamos frente a vicios muy graves, no convalidables, entonces nos encontraremos frente a unja nulidad absoluta. (…) El 

criterio seguido en esta definición es que la protección de los derechos fundamentales es parte de la esencia del ordenamiento 

jurídico y, por tanto, labor del Magistrado. Entonces podemos señalar que una grave afectación a los mismos será entendible como 

un vicio grave que acarrea la nulidad del acto procesal que la origino. Trigésimo Primero. - El Magistrado del Tribunal Revisor tiene 

la capacidad para declarar de oficio, una nulidad absoluta, incluso cuando la misma no sea parte del ámbito de impugnación, pues 

este tipo de nulidad puede conllevar a que otros actos procesales puedan ser viciados al ampararse en ella. Por tanto, atendiendo 

al rol de garante que cumple el Magistrado al interior del proceso penal, está facultado normativamente a intervenir en estos 



3. La impugnación del Ministerio Público permitirá revocar o modificar la 

resolución aun a favor del imputado. La impugnación interpuesta 

exclusivamente por el imputado no permite modificación en su perjuicio.   

6.3. Facultades de la Sala Penal Superior: En esa misma línea, el artículo 419° del 

acotado cuerpo legal, prescribe: 

“La apelación atribuye a la Sala Penal Superior, dentro de los límites de la 

pretensión impugnatoria, examinar la resolución recurrida tanto en la 

declaración de hechos cuanto en la aplicación del derecho. El examen de la 

Sala Penal superior tiene como propósito que la resolución impugnada sea 

anulada o revocada, total o parcialmente (…)”. 

6.4. Derecho a la Debida Motivación.  

El Tribunal Constitucional, en el Expediente 00349-2021-PA/TC - fundamento cuatro, 

ha señalado:  

"La motivación debida de una resolución judicial, como ha sostenido este 

Tribunal en su jurisprudencia, supone la presencia de ciertos elementos 

mínimos en la presentación que el juez hace de las razones que permiten 

sustentar la decisión adoptada. En primer lugar, la coherencia interna, como 

un elemento que permite verificar si aquello que se decide se deriva de las 

premisas establecidas por el propio juez en su fundamentación. En segundo 

lugar, la justificación de las premisas externas, como un elemento que 

permite apreciar si las afirmaciones sobre hechos y sobre el derecho hechas 

por el juez se encuentran debidamente sustentadas en el material normativo y 

en las pruebas presentadas por el juez en su resolución. En tercer lugar, la 

suficiencia, como un elemento que permite apreciar si el juez ha brindado las 

razones que sustenten lo decidido en función de los problemas relevantes 

determinados por el juez y necesarios para la solución del caso. En cuarto 

lugar, la congruencia, como un elemento que permite observar si las razones 

expuestas responden a los argumentos planteados por las partes. Finalmente, 

la cualificación especial, como un elemento que permite apreciar si las 

razones especiales que se requieren para la adopción de determinada 

 
casos. Trigésimo Segundo. - La segunda excepción, estrechamente vinculada al caso de nulidades absolutas, es la competencia del 

Tribunal para pronunciarse sobre aquellos actos procesales que no formaron parte de la impugnación presentada. En ese sentido, a 

juicio de este colegiado, es posible un pronunciamiento del Tribunal Revisor más allá del objeto de impugnación, si se trata de una 

declaratoria de nulidad de oficio, y, exista actos procesales vinculado a que sea declarado nulo, los cuáles –consecuentemente- 

también deben ser declarados nulos, por más que estos últimos no formen parte del objeto de impugnación (…)”.  



decisión se encuentran expuestas en la resolución judicial en cuestión (Cfr. 

Sentencia 00728-2008-PHC/TC, fundamento 7)” . Lo que debe ser materia de 

análisis en el caso submateria. 

VII. MARCO DE PRONUNCIAMIENTO. 

En el presente caso se debe determinar si corresponde REVOCAR o declarar NULA la 

resolución de alzada, en base a los argumentos expresados en el escrito de apelación y 

sustentación realizada en audiencia de apelación de sentencia, con estricta observancia 

del principio de congruencia recursal.  

 

VIII.  ANÁLISIS FÁCTICO JURÍDICO  

8.1. Estando a la pretensión mencionada, al contenido y a los términos en los que se 

viene planteando el recurso de apelación, corresponde analizar si los fundamentos de la 

sentencia impugnada son o no resultado de un juzgamiento racional y objetivo, a través 

del cual, el juez ha evidenciado su independencia e imparcialidad en la solución del 

conflicto, sin arbitrariedades, subjetividades o inconsistencias en la valoración de los 

hechos. En este sentido corresponde analizar si la sentencia se encuentra motivada 

mediante un razonamiento jurídico que exprese de modo claro y que permita entender 

el porqué de lo resuelto, comprobándose si la resolución es consecuencia de una 

exegesis racional de la apreciación de los hechos y las fuentes de prueba debatidos en 

el plenario y que condicen con el ordenamiento jurídico, debiendo por tanto el órgano 

jurisdiccional haber explicado las razones de su decisión, pues esto permitiría controlar 

si la actividad judicial se ha desarrollado dentro de los parámetros de la lógica racional 

y de legalidad. 

De la respuesta a los agravios formulados.  

8.2. La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, en el 

recurso de casación N° 2467-2022 HUANCAVELICA, destaca el fundamento cuarto, 

señalando:  

“(…) la falta de motivación, se configura cuando la motivación desplegada por 

el Tribunal Superior resulta insuficiente en aspectos capitales del thema 

decidendum. El Juez no tiene la obligación de pronunciarse sobre todos y 

cada uno de los puntos deducidos por las partes, ni está vinculado a la 

literalidad de los agravios o razonamientos. Basta que se expongan las 

razones más importantes de la decisión. 



 

8.3. El objeto de apelación estriba en examinar los agravios delimitados en, Error en 

una prueba pericial inexistente: La sentencia menciona una pericia que nunca se llegó a 

realizar en el juicio. Insuficiencia probatoria: El fallo se apoya en actas policiales que 

solo demuestran que la policía actuó, pero no prueban el delito ni vinculan al acusado. 

Falta de valoración: No se evaluaron correctamente los testimonios presentados 

durante el juicio. 

8.4 Sobre el particular, este Colegiado precisa que la motivación aparente solo se 

configura cuando el juzgador no expone las razones de su decisión o disfraza la falta de 

argumentos con frases genéricas o transcripciones vacías de contenido crítico. De la 

revisión de la Sentencia Nro. 080-2026, se verifica que el iudex a quo empleó las 

transcripciones selectivas de las actas policiales y testimoniales no como un reemplazo 

de su razonamiento, sino como las premisas fácticas objetivas sobre las cuales 

construyó un posterior juicio crítico, analítico e individualizado. Dicha técnica de 

fundamentación resulta constitucionalmente válida y se alinea con la doctrina 

jurisprudencial de la Casación N.° 208-2018/Amazonas, la cual establece que la 

incorporación de pasajes procesales o declaraciones es correcta siempre que sirva de 

base para un examen analítico propio y conjunto del material probatorio; por tanto, debe 

constatarse que el juzgado de primera instancia debe cumplir con responder al núcleo de 

la tesis defensiva y justificar racionalmente la condena del procesado conforme a las 

reglas jurídicas. 

8.5. Este colegiado debe analizar los fundamentos de la sentencia, el A-quo así ha 

referido en su Valoración Probatoria Conjunta de los medios de prueba apreciados en 

juicio oral, que no son puntos controvertidos, 1)Que el acusado  

, al momento de los hechos tiene la condición de 

servidor público, (médico del Departamento de Cirugía del Hospital Tropical Julio 

Cesar Demarini Caro) acreditado con Resolución directoral N° 136-91-UDES-JH/OP. 

2) Que tenía un consultorio médico en Av. Los Pioneros a media cuadra del Hospital 

Julio Cesar Demarini Caro. 3) Que operó a  por colestitis 

aguda, el día 09/04/2024, ello se acredita con el historial clínico. 4) Que está probado 

con declaraciones y actas, que se encontró un sobre manila conteniendo la suma de mil 

soles, con seis billetes de cien soles y dos billetes de doscientos soles, en posesión y 

cuarto de su asistente  Indica que se tiene como indicio que el 



medico  solicitó una ventaja 

indebida para realizar acto propio de su cargo, solicitando el pago de mil soles para 

operar a , el día 09 de abril de 2024. En un acto de su cargo 

como médico cirujano del Hospital. Lo que se corrobora con la prueba testimonial 

 y ; quienes narran 

en forma detalla los hechos y entregan el dinero a la asistente del médico. Testimoniales 

persistente y coherente que cumplen con el acuerdo plenario 02-2025. Otro indicio, es el 

monto de mil soles solicitado para la operación que se corrobora con la declaración 

testimonial   de  y el dinero encontrado en posesión de la 

Asistente del procesado, el historial clínico de la paciente con diagnosticó colistitis 

agudo, de la paciente  que contaba con SIS. Otro indicio que 

corrobora es la comunicación del día 09/04/2024 que tuvo el acusado a través de 

WhatsApp N , con su asistente  con numero de celular 

, donde le pregunta a su asistente, si alguien lo busco, si le dejaron un sobre, 

y que lo guarde en su casa, que no lo tenga en el consultorio; corroborado con Acta de 

verificación de teléfono celular y transcripción (registro de llamadas realizadas y 

recibidas, mensajes de texto, WhatsApp y archivos multimedia, donde se ha encontrado 

las conversaciones con el número de celular   del día 09/04/2024, que el 

médico le pregunta a su asistente si le dejaron un sobre, esta solo responde aya, para 

posterior decirle que lo guarde bien y en su casa, bien escondido y que no lo tenga en el 

consultorio. Otro indicio es que el dinero solicitado en la suma de mil soles no se 

entregó de manera directa, sino en su consultorio al frente del consultorio, así lo refiere 

la asistente   

8.6. Concluye el A-quo que al laborar el acusado en un hospital del estado (Hospital 

Regional Docente Julio Cesar Demarini Caro) las operaciones para los pacientes que 

cuentan con seguro integral de Salud -SIS, las operaciones son gratuitas, y el hecho de 

solicitar dinero para ser entregado a terceros (asistente ) en su consultorio 

Particular, para realizar una cirugía en el Hospital es solicitar una ventaja indebida para 

cumplir sus funciones. Si bien no recibió el dinero, en sus propias manos de manera 

directa, o a una cuenta o en yape, lo hizo a través de su asistente , en 

su consultorio, por lo que el razonamiento es lógico y coherente. Por otro lado, ha 

referido que la teoría de la defensa técnica del acusado de que no hubo ninguna petición 

para el incumplimiento de funciones queda desvirtuado, por lo que el agravio 

relacionado con una motivación deficiente no es de recibo. 



8.7. Sobre el agravio de la defensa técnica que argumenta que el juzgado no valoró 

correctamente las testimoniales, ni las actas de intervención policial sosteniendo que la 

intervención fue organizada por la Dirección no está acreditada. Al respecto, este 

Colegiado precisa que el origen o el motivo que viabiliza la aproximación de la 

autoridad Fiscal y policial es resultado de una denuncia, y no invalida en absoluto los 

hallazgos delictivos materiales de carácter delictuoso que se deriven de forma 

sobreviniente. Conforme a la doctrina jurisprudencial establecida por la Sala Penal 

Permanente en la Casación N.° 1216-2022/La Libertad, los actos de prevención e 

intervención policial iniciales son perfectamente legítimos en el marco de sus funciones 

constitucionales, y el descubrimiento del dinero en posesión de la Asistente del acusado 

configura una situación fáctica de flagrancia delictiva que obliga la incautación del 

dinero y perennización; por tanto, el iudex a quo realizó una valoración racional y 

conjunta del acta de intervención, instrumento que goza de presunción de legalidad al 

no haber sido tachado o redargüido de falso, careciendo de relevancia jurídica que la 

intervención primigenia no haya tenido como hipótesis inicial la solicitud y recepción 

de dinero tráfico de drogas, argumentos que serán tomados en cuenta al momento de 

emitir el pronunciamiento final en la parte resolutiva de la presente sentencia de vista. 

8.8. Sobre las contradicciones que alega la defensa, no son acreditados, cuestionamiento 

que este Colegiado precisa que es jurídicamente necesario distinguir entre una 

contradicción sustancial (que afecta el núcleo del hecho imputado) y una mera 

discrepancia accesoria o periférica (que recae sobre aspectos secundarios). Conforme a 

la doctrina jurisprudencial establecida por la Corte Suprema de Justicia en la Casación 

N.° 1071-2022/Lima, lo determinante para la validez de un testimonio es la coherencia, 

persistencia y precisión de los relatos respecto al núcleo esencial del evento delictivo. 

En el caso concreto, el hecho medular consiste en la intervención física del imputado  en 

el hecho delictivo y el hallazgo efectivo del dinero bajo su dominio material del 

acusado; lo que no enerva la solidez ni la legalidad de la incautación efectuada. Las 

pequeñas variaciones sobre el contexto informativo previo no restan fiabilidad ni 

veracidad al núcleo operativo de la intervención, máxime si el acta en mención fue 

ratificada y sometida al debido contradictorio en juicio oral, razón por la cual este 

extremo del agravio carece de relevancia para quebrar la presunción de inocencia, 

argumentos que serán tomados en cuenta al momento de emitir el pronunciamiento final 

en la parte resolutiva de la presente sentencia de vista 



8.9. Sobre la pena impuesta: El artículo 394 del Código Penal, establece una pena 

privativa de libertad, no menor de cinco ni mayor de ocho años e inhabilitación  

conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal y con trescientos sesenta y 

cinco a setecientos treinta días-multa; en el presente caso, la jueza para determinar l 

apena ha tenido en cuenta la existencia de una circunstancia agravante prevista en el 

artículo 46 del Código Penal, realizar la conducta punible abusando el agente de su 

profesión o función; sin embargo, esta circunstancia ya está prevista en el tipo penal 

especifico y es un elemento constitutivo del hecho punible previsto en el artículo 394 

segundo párrafo del Código Penal; por tanto, la pena debería ubicarse en el tercio 

inferior, entre 5 a 6 años de pena privativa de libertad; y, en el caso en concreto 

consideramos que la pena a imponerse debe ser de cinco años de pena privativa de 

libertad. 

Sobre el carácter de suspendida de la pena, se debe tener en cuenta que la suspensión se 

trata de una potestad discrecional del Juez, aunque, de optar por dicha medida 

alternativa, ha de motivar adecuadamente, tal como se destacó en la Resolución 

Administrativa N° 321-2011-P-PJ, del ocho de septiembre de dos mil once; y, cumplirse 

con los presupuestos establecidos por el artículo 57° del Código Penal, que estipula:  

  “El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los 

requisitos siguientes: 

    Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cinco años; que 

la naturaleza, modalidad del hecho punible, comportamiento procesal y la 

personalidad del agente, permitan inferir al juez que aquel no volverá a cometer un 

nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la conducta futura del condenado que 

formule la autoridad judicial requiere de debida motivación; y, que el agente no 

tenga la condición de reincidente o habitual. (…) 

En el caso concreto, la condena a imponerse no excede de cinco años de pena privativa 

de libertad.  

Sobre la conducta procesal del sentenciado y personalidad del agente que nos hagan 

prever que no cometerá nuevo delito, debemos tener en cuenta que la conducta del 

procesado en este juicio es favorable, pues ha cumplido con asistir a cada una de las 

sesiones de juicio oral, incluso en el SIJ se puede apreciar que en un principio aceptó los 

hechos y pidió acogerse a la terminación anticipada de juicio, llegando incluso a efectuar 

dos depósitos por concepto de reparación civil en cumplimiento del acuerdo previo 



(Expediente 472-2024-0-3401-JR-PE-01, sin embargo este acuerdo no fue aceptado por 

el señor Juez.  . Lo que nos lleva a concluir que este presupuesto si se cumple. 

Sobre el pronóstico favorable sobre la futura conducta del sentenciado que nos hagan 

prever que el agente no cometerá un nuevo delito, también se cumple considerando que 

como ya expresamos el comportamiento del acusado, ha sido reconocer los hechos, 

habiendo efectuado dos depósitos por concepto de reparación civil, los mismos que 

ascienden a la suma de ocho mil soles; en consecuencia, se colige su predisposición a 

reparar el daño ocasionado, mostrando así su arrepentimiento por su conducta anterior; 

además no cuenta con la calidad de reincidente o habitual, todo lo cual, analizado en 

conjunto, implica un retorno a la vigencia del ordenamiento jurídico que fue alterado por 

su conducta, evidenciando su arrepentimiento y colaboración al retorno de la vigencia 

del Derecho, por lo que esta Judicatura considera razonable que, con la imposición de 

reglas de conducta, no cometerá un nuevo delito. 

Por lo que esta Judicatura considera razonable que, con la imposición de reglas de 

conducta, no cometerá un nuevo delito. 

En consecuencia, el carácter de la pena debe ser suspendida. 

Respecto a los días multa, es menester evaluar la dosificación de la pena cuestionada 

por la defensa técnica en su recurso de apelación y durante los alegatos de clausura en la 

audiencia de apelación, donde se argumentó la falta de justificación respecto al esquema 

operativo de tercios previsto en el artículo 45-A del Código Penal. Al respecto, el A-quo 

impuso la sanción de cuatrocientos noventa días multa, ubicándola en el tercio 

intermedio al considerar como circunstancia agravante que el agente realizó la conducta 

abusando de su profesión médica. Sin embargo, tal como se precisó en los 

considerandos precedentes, dicha circunstancia constituye un elemento inherente y 

constitutivo del delito de cohecho pasivo impropio. Por consiguiente, al no existir 

atenuantes ni agravantes genéricas válidamente concurrentes, la determinación de la 

pena concreta debe situarse dentro del tercio inferior. Teniendo en cuenta que el artículo 

394 del Código Penal sanciona este ilícito con una pena de trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días multa, resulta estrictamente proporcional y razonable reducir la 

sanción pecuniaria a su límite mínimo legal equivalente a trescientos sesenta y cinco 

días multa, manteniendo inalterada la fijación del 25% de los ingresos diarios del 

sentenciado establecida originalmente en la resolución recurrida. 

Sobre la inhabilitación para ejercer cargo público, la imposición de esta consecuencia 

resulta ser un mandato imperativo aplicable para el delito de cohecho pasivo impropio. 



Conforme a lo prescrito en los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal, la pena de 

inhabilitación produce la privación de la función, cargo o comisión que ejercía el 

condenado, así como la incapacidad o impedimento para obtener mandato, cargo, 

empleo o comisión de carácter público. En cuanto a su duración temporal, los artículos 

38 y 426 del acotado cuerpo normativo regulan expresamente que, tratándose del delito 

tipificado en el artículo 394, la pena de inhabilitación principal se extiende desde los 

cinco hasta los veinte años. En concordancia con la dosimetría penal fundamentada 

previamente para la pena privativa de libertad y los días multa, y en estricta atención al 

principio de proporcionalidad de las sanciones, la sanción de inhabilitación debe ser 

reconducida al extremo mínimo de su respectivo tercio inferior. Por consiguiente, 

corresponde revocar el extremo de la sentencia de primera instancia que impuso dicha 

privación por el plazo de seis años, y, reformándola, fijar el plazo de incapacidad y 

privación del cargo en cinco años, garantizando de este modo la congruencia lógica y la 

correcta aplicación del esquema diferenciado en la determinación de la pena. 

8.10. En el presente caso este colegiado considera que cada punto de la incriminación ha 

sido debidamente motivado en la sentencia, y ha dado respuesta a los cuestionamientos 

más importantes formulados tanto por el Ministerio Público. En cuanto a la presente 

resolución se avocó al cumplimiento estricto del análisis de la sentencia y al 

cumplimiento del principio de congruencia recursal para que la audiencia de apelación 

no sea una oportunidad en que el accionante adicione agravios o circunstancias que no 

fueron vertidas en su recurso impugnatorio; en tal sentido, téngase por resuelta y 

respondido los agravios presentados en el plazo perentorio2, no siendo de recibo, por lo 

que debe confirmarse la sentencia. 

PARTE RESOLUTIVA  

Por los fundamentos expuestos y en aplicación estricta de las normas legales antes 

invocadas, y además con el ejercicio de la independencia de la función jurisdiccional 

garantizado por el artículo 139° inciso 2), 146° inciso 1) de la Constitución Política del 

Estado, artículo 16°, 186° inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Impartiendo 

Justicia a nombre de la Nación; 

DECISION:  

 
2
 Entiéndase a los agravios expresados en el recurso impugnatorio que se presenta dentro del 

plazo establecido en el CPP.   



PRIMERO.- Declarar INFUNDADO en par te el recurso de apelación formulado por 

la defensa técnica de   

SEGUNDO.- CONFIRMAMOS la Sentencia de fecha 02 de marzo de 2026, emitido 

por el Juzgado Penal Unipersonal de Chanchamayo, en el extremo que FALLA:  

PRIMERO.- DECLARO la responsabilidad penal del acusado 

 como autor, del delito contra 

la administración pública, en la modalidad de COHECHO PASIVO 

IMPROPIO, en agravio de EL ESTADO – HOSPITAL REGIONAL 

TROPICAL JULIO CESAR DEMARINI  CARO; previsto y sancionado en 

el artículo 394° segundo párrafo del Código Penal. 

TERCERO.- REVOCAMOS en el extremo que impone una CONDENA de SEIS 
AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA; y, 
REFORMÁNDOLA, imponemos CINCO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD, con carácter  de suspendida en su ejecución, por el per iodo de prueba 
de tres años, periodo en el cual deberá cumplir las siguientes reglas de conducta: 

a. No variar el lugar de su domicilio sin previa autorización del Juzgado. 

b. No cometer delito doloso. 

Se precisa que el incumplimiento de cualquiera de estas reglas de conducta, dará 

lugar  a la revocator ia de la suspensión de la pena y su ejecución en pena efectiva, 

previo apercibimiento expreso del Juzgado de ejecución.   

CUARTO.- REVOCAMOS en el extremo que impone a  

 el monto de CUATROCIENTOS NOVENTA 

DIAS MULTA (490 DÍAS MULTA), a razón del 25% de sus ingresos diarios, 

haciendo el monto de DOCE MIL DOSCIENTOS CINCUENTA SOLES (S/ 

12,250.00 soles); REFORMÁNDOLO, imponemos a RUBEN HECTOR 

CARHUALLANQUI ROMERO el monto de TRESCIENTOS SESENTA Y 

CINCO DIAS MULTA (365 DÍAS MULTA), a razón del 25% de sus ingresos diarios, 

haciendo el monto de NUEVE MIL CIENTO VEINTICINCO (S/ 9,125.00 soles);  

que deberá pagar el sentenciado en ejecución de sentencia. 

QUINTO.- REVOCAMOS en el extremo que impone la pena de 

INHABILITACIÓN, para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter 

público, asimismo esta PRIVADO de la función, cargo que ejercía, por el plazo de 

SEIS AÑOS; REFORMÁNDOLA, imponemos la pena de inhabilitación para 

obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público; y, la privación del 



cargo que ejercía, por el plazo de CINCO AÑOS, con dicho fin consentida y 

ejecutoriada que sea la sentencia CÚRSESE los oficios respectivos para su 

cumplimiento conforme a ley. 

SEXTO. – CONFIRMAMOS en el extremo de la reparación civil fijada en quince mil 

soles; monto al que deberá descontarse los pagos ya efectuados. 

SÉTIMO. - ORDENO que consentida o ejecutoriada que sea la presente sentencia se 

inscriba en el registro central de condenas, se gire y remita a quienes corresponda, el 

boletín y testimonio de condena, y se remita el presente proceso al Juzgado de 

Investigación Preparatoria para la ejecución de la sentencia. HÁGASE SABER. - 

OCTAVO . - Devolver los actuados al juzgado de origen para conocimiento y 

cumplimiento de lo ordenado. Regístrese y comuníquese. Juez Superior Ponente: Rosa 

Inés Saavedra Balarezo. 

 
S.s.  
Rosa Saavedra (D.D.) 
Auris Rodríguez   
Cerron Payano 
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